El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría. 
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Providencia:                Sentencia de 27 de enero de 2016
Radicación Nro.:
        66001-31-05-004-2014-00257-01
Proceso:
        Ordinario Laboral  

Demandante:               Mario Vargas Osorio
Demandado:                Inversiones La Romera Ltda.                                                    

Juzgado de origen:      Juzgado Cuarto Laboral del Circuito 
Magistrado Ponente:   Julio César Salazar Muñoz
Tema:
EXTREMOS DE LA RELACIÓN LABORAL/ Fecha de inicio del vínculo laboral/ No reformatio in pejus.
“(…) el vínculo laboral (…) inició el 1º de diciembre de 1995 y no el 15 de agosto de 1996 como lo estableció la funcionaria de primer grado, dado que fueron coincidentes los testigos en manifestar que el accionante empezó a prestar sus servicios (…) desde hace 18 años aproximadamente, situación ésta que coincide precisamente con la afiliación del actor al Sistema General de Pensiones (…) no obstante, como ese punto solo fue controvertido por la parte demandada, dicho extremo inicial se mantendrá como lo dispuso el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito en aplicación del principio de la no reformatio in pejus.”
MODALIDAD CONTRACTUAL/ Ante la ausencia de prueba acerca de que el contrato hubiere sido convenido a término fijo, se infiere que fue pactado de forma indefinida.  

“En lo que concierne a la modalidad contractual pactada entre las partes, al no obrar en el expediente prueba alguna que de fe que esa relación fue celebrada a término fijo, se entiende entonces que la misma fue convenida a término indefinido (…)”
PRESTACIONES SOCIALES/ Adeudadas parcialmente.
“(…) probado quedó entonces que (…) se le cancelaron las prestaciones sociales y las vacaciones en su integridad hasta el 31 de diciembre de 2012 y que en realidad los derechos laborales que están pendientes de pago son los correspondientes al año 2013 (…)”
SANCIÓN POR NO CONSIGNACIÓN DE CESANTÍAS/ La buena fe del empleador lo libera de la indemnización moratoria. 
“(…) se observa que frente a la sanción por no consignación de las cesantías, si bien la sociedad accionada hizo caso omiso a su deber legal de consignarlas en el fondo elegido por el actor, lo cierto es que el hecho de haberlas pagado directamente lo exonera de la indemnización (…) pues no se observa mala fe (…) en la medida en que no se estaba sustrayendo de su obligación de reconocerlas y cancelarlas a su trabajador, sino que lo hizo equivocadamente.”
INDEMNIZACIÓN POR FALTA DE PAGO DE PRESTACIONES/ Mala fe del empleador en acordar el no pago de obligaciones laborales irrenunciables.
“(…) al accionante no se le cancelaron las prestaciones sociales correspondientes al año 2013, por un acuerdo entre las partes que vulnera los derechos laborales mínimos (…) demuestra mala fe en el accionar de la empresa accionada (…) motivo por el que hay lugar a condenar a dicha entidad a reconocer y pagar la indemnización establecida en el artículo 65 del C.S.T. (…)”

PRESCRIPCIÓN/ Inaplicabilidad por no vencimiento del término establecido.

“Respecto al fenómeno de la prescripción, (…) tanto las cesantías, como las demás prestaciones sociales y vacaciones reconocidas se hicieron exigibles el 1º de enero de 2014 y la demanda fue presentada el 9 de mayo de 2014 (…) por lo que no resulta posible declarar probada dicha excepción propuesta por la parte demandada.”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA
SALUDO. BUEN DIA
Hoy, veintisiete de enero de dos mil dieciséis, siendo las dos y treinta minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por ambas partes en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 30 de enero de 2015, dentro del proceso promovido por el señor MARIO VARGAS OSORIO en contra de la sociedad INVERSIONES LA ROMERIA LTDA., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2014-00257-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Mario Vargas Osorio que la justicia laboral declare que entre él y la sociedad Inversiones La Romería Ltda. existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 15 de agosto de 1996 y el 12 de enero de 2014 y con base en ello aspira que se condene a la entidad accionada a reajustar lo valores pagados por concepto de cesantías y sus intereses, vacaciones y primas de servicio e igualmente cancelar las cesantías y sus intereses, primas de servicios, las vacaciones que no se le pagaron, así como también  las sanciones moratorias previstas en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del C.S.T., lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
Fundamenta sus aspiraciones en que prestó sus servicios como mayordomo de las fincas de propiedad de la empresa Inversiones La Romería Ltda. desde el 15 de agosto de 1996 y el 12 de enero de 2014; sostiene que sus labores las realizaba todos los días empezando la jornada laboral a las 6:30 am, sin tener hora de salida; indica que desde que inició el contrato de trabajo el salario mensual pactado fue el mínimo legal mensual vigente, sin embargo, a partir del 12 de enero de 2013 al 12 de enero de 2014 se le canceló la suma de $400.000, valor que correspondía al porcentaje que cancelaba el empleador por la incapacidad que tuvo; expresa que su jefe inmediato fue el señor Hernán González Posada, representante legal de Inversiones La Romería Ltda. quien era la persona que le designaba las fincas en las que debía prestar sus servicios, sin embargo, desde el 18 de octubre de 2013 quien asumió esas funciones fue la señora Gloria Elena Gálvez Correa; finalmente indica que durante toda la relación laboral no le fueron consignadas las cesantías, ni cancelados los intereses a las cesantías ni las vacaciones y únicamente se le pagaba la prima de servicio de fin de año.
Al contestar la demanda –fls.37 a 42 y 51 a 53- la sociedad accionada aceptó que suscribió un contrato de trabajo con el señor Mario Vargas Osorio para desempeñar las funciones propias de un mayordomo en las fincas de su propiedad, pero desde el mes de enero de 2011 y hasta el mes de diciembre de 2013, negó que el horario de trabajo fuera el que narra el actor; aceptó el salario convenido y efectivamente cancelado. Frente a los demás hechos dijo que no eran ciertos. Se opuso a las excepciones de mérito que denominó “Temeridad y mala fe del actor”, “Falta de causa del actor para pedir” y “Prescripción extintiva de las obligaciones y caducidad”.
En sentencia de 30 de enero de 2015, la funcionaria de primer grado con base en las pruebas allegadas determinó que el señor Mario Vargas Osorio prestó sus servicios personales en las fincas de propiedad del señor Hernán González Posada desde el 15 de agosto de 1996 hasta el 31 de diciembre de 2013, relación contractual ésta que estuvo enmarcada dentro de un contrato de trabajo a término indefinido y si bien en el expediente obra prueba de que el accionante fue afiliado a partir del 1º de enero de 2011 al Sistema General de Pensiones a través de la sociedad Inversiones La Romería Ltda., la verdad es que ello aconteció por orden del señor González Posada. En su sentir el servicio fue prestado ininterrumpidamente por el actor, pues aún de alegarse un cambio de empleador, lo que habría acontecido sería una sustitución patronal que dejaría como responsable de todas las obligaciones laborales a la sociedad Inversiones La Romería Ltda.
Posteriormente estableció la a quo que quedó demostrado en el plenario que al demandante se le cancelaron en varios periodos las prestaciones sociales y vacaciones entre los años 1996 a 2012, por lo que no resulta posible realizar liquidación alguna durante este periodo, al no existir certeza de cuáles fueron los periodos efectivamente cancelados; por tales circunstancias condenó a cancelar por concepto de primas de servicios, intereses a las cesantías y vacaciones por el año 2013 la suma de $972.000. Sin embargo, a pesar de que hubo pagos de las cesantías, pero directamente al trabajador, condenó también a la sociedad accionada a cancelar la totalidad de las mismas, que ascienden a la suma de $6.599.087,88.
Reconoció la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T. a partir del 1º de enero de 2014, en consideración a que al accionante se le hicieron retenciones sin su consentimiento consistentes en no cancelarle la totalidad del salario mientras estuvo incapacitado, a pesar de haber cobrado la suma correspondiente a las respectivas entidades de la seguridad social, observándose mala fe del empleador en su omisión de cancelar la totalidad de las obligaciones a favor del trabajador.

Finalmente señaló que no había lugar a reconocer la indemnización establecida en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, por cuanto no se aprecia mala fe del empleador al no consignar las cesantías en el respectivo fondo, pues en realidad realizó los pagos de las mismas directamente al empleador, sin que se vea una intención de no reconocer la prestación.

Inconformes con la decisión, ambas partes interpusieron recurso de apelación, en los siguientes términos:

Considera el señor Mario Vargas Osorio que se le deben reconocer todas las obligaciones causadas en su calidad de trabajador de la sociedad demandada, por cuanto era obligación de la empresa demostrar cuales eran los periodos efectivamente cancelados, sin que así lo hubiere hecho. Igualmente solicita que se reconozca la sanción moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, pues en el plenario quedó demostrada la mala fe por parte del empleador.
A su turno la sociedad Inversiones La Romería Ltda. manifestó que:

1. La relación laboral sostenida con el actor no lo fue desde el 15 de agosto de 1996, sino desde el 1º de enero de 2011, sin que sea posible atribuir una sustitución patronal.

2. El contrato de trabajo suscrito entre las partes lo fue a término fijo y no a término indefinido como lo expresaron las partes, por lo que así debió de tenerse, a pesar de que no se haya podido allegar el documento que da fe de ello.

3. Considera que no hubo mala fe por parte de Inversiones La Romería Ltda. dado que no se hicieron retenciones ilegales, pues los descuentos realizados al señor Vargas Osorio se hicieron con su consentimiento verbal.

4. Al establecerse un contrato de trabajo a término fijo, se hace necesario que se declare probada la excepción de prescripción.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Inició la relación laboral sostenida entre el señor Mario Vargas Osorio y la sociedad demandada el 15 de agosto de 1996 como lo determinó la a quo o el 1º de enero de 2011 como lo sostiene la parte demandada?

¿Cuál fue la modalidad que rigió el contrato de trabajo suscrito entre las partes?
EL CASO CONCRETO
Afirma la sociedad Inversiones La Romería Ltda. tanto en la contestación de la demanda –fls.37 a 42 y 51 a 53- como en la sustentación del recurso de apelación, que la relación laboral sostenida con el señor Mario Vargas Osorio inició el 1º de enero de 2011 y no el 15 de agosto de 1996.

Con el propósito de dar luces sobre esa situación, la parte actora solicitó los testimonios de los señores Luis Alfonso Zapata Vergara, José Norbeiro Giraldo Arias y Jhon Eduard Giraldo Arias; mientras que la entidad demandada pidió que se escucharan las declaraciones de los señores Gersain Batero Chiquito, José Idealdo Gañan Bueno y la señora Gloria Inés Sierra Duque.

El señor Luis Alfonso Zapata Vergara manifiesta que conoce desde hace aproximadamente 20 años al señor Mario Vargas Osorio; sostiene que como vecino de una de las fincas que el accionante administraba, pudo constatar que él prestó sus servicios como mayordomo en varias de las fincas del señor Hernán González Posada, no obstante lo anterior, afirma no recordar cuales fueron las fechas en las que el demandante inició y finalizó sus actividades en las fincas del señor González Posada; dice que tampoco sabe si a él le pagaron las prestaciones sociales, pero que en todo caso si puede dar fe que el señor Zapata Vergara prestó siempre sus servicios a favor del señor Hernán González Posada, quien falleció hace 3 años aproximadamente.
El señor José Norbeiro Giraldo Arias expresó que conoce al accionante desde hace muchos años, pues en las épocas de cosecha el señor Hernán González Posada lo contrataba para la recolección de café de sus fincas; sostiene que el señor Mario Vargas Osorio prestó sus servicios como mayordomo de varias de las propiedades del señor González Posada durante 18 años aproximadamente y que por 15 de esos 18 años estuvo al frente de la finca “La Romería”; indica que la sociedad Inversiones La Romería Ltda. es la empresa en la que el señor Hernán González Posada agrupaba todas sus fincas, aunque manifiesta que no sabe cuál es la diferencia entre una persona natural y una jurídica.
El señor Jhon Eduard Giraldo Arias aseguró que en épocas de cosecha prestó sus servicios a favor del señor Hernán González Posada, situación ésta que se prolongó por varios años hasta el 2008, pues desde el año 2009 le correspondió prestar el servicio militar; sostiene que durante todo ese tiempo cuando él recolectaba café en las fincas del señor González Posada, pudo constatar como el señor Mario Vargas Osorio era el mayordomo de la finca La Romería; señala que no tiene conocimiento si al demandante le cancelaban o no las prestaciones sociales y vacaciones.

El señor José Idealdo Gañán Bueno manifestó que trabajó para el señor Hernán González Posada durante muchísimos años y que cuando aquel falleció quien asumió la responsabilidad fue la señora Gloria Elena Gálvez Correa; expresa que cuando él empezó a prestar sus servicios en la finca “La Colina” de propiedad del señor González Posada, el actor ya llevaba un buen tiempo prestando sus servicios en la finca “La Romería”, es decir, afirma que ambos fueron compañeros de trabajo en las fincas del señor Hernán González Posada; dice que a pesar de que su empleador falleció el 18 de octubre de 2013, las condiciones contractuales no cambiaron y simplemente quien se hizo cargo de las fincas fue la señora Gálvez Corre como esposa del causante; finalmente indica que a pesar de que sabe que el demandante prestó sus servicios por muchos años en las fincas del señor González Posada, la verdad es que no recuerda a ciencia cierta cuales fueron los extremos de la relación.

El señor Gersaín Batero Chiquito afirma que prestó sus servicios personales en la finca “Aloa” de propiedad del señor Hernán González Posada por espacio de 28 años aproximadamente; sostiene que conoce al accionante desde hace unos 17 o 18 años aproximadamente, dado que desde esa época empezó a administrar algunas de las fincas del señor González Posada y que esa relación contractual se prolongó hasta que él salió pensionado; indica que el señor González Posada les cancelaba a todos sus trabajadores, incluidos él y el demandante, cada 8 días y que cada 30 de diciembre les cancelaba las prestaciones sociales directamente a ellos y que a pesar de que no disfrutaban las vacaciones, siempre se las pagaron; manifiesta que durante toda la vida escuchó hablar de una empresa Inversiones La Romería Ltda., pero que no sabe realmente de que se trata.

La señora Gloria Inés Sierra Duque expresa que ha prestado sus servicios por espacio de 23 años como auxiliar de contabilidad del señor Hernán González Posada y que una vez falleció continuó realizando sus funciones a través de Inversiones La Romería Ltda.; inicialmente indica que el señor Mario Vargas Osorio ha prestado sus servicios a favor de Inversiones La Romería Ltda. desde el 1º de enero de 2011, no obstante, posteriormente reconoce que el actor prestó sus servicios como mayordomo de las fincas del señor Hernán González Posada durante 18 años aproximadamente y que la vinculación del actor a Inversiones La Romería Ltda. se realizó por orden del señor González Posada, pero que ese aparente cambio no modificó las condiciones contractuales del accionante, pues siempre cumplió las mismas funciones de mayordomo; afirma que siempre fue ella la persona que se encargó del pago de los salarios de los trabajadores y que en ese aspecto puede dar fe que al señor Mario Vargas Osorio se le cancelaron todas las prestaciones sociales y vacaciones cumplidamente hasta el 31 de diciembre de 2012, pues en lo que respecta al periodo comprendido entre el 1º de enero de 2013 y el 31 de diciembre de esa misma anualidad, la verdad es que al actor no se le pagaron esos emolumentos, por cuanto hubo un acuerdo entre el señor Hernán González Posada y él de que se le cancelara la totalidad del salario a pesar de que estaba incapacitado y que en esas condiciones no le pagaran las prestaciones y vacaciones; asegura que la EPS a la que se encontraba afiliado el demandante les canceló las incapacidades; asevera que las cesantías no se consignaban en un fondo por petición expresa de los trabajadores, quienes pedían que se les entregarán directamente por la necesidad de utilizar el dinero en sus familias; finalmente dice que los empleados no disfrutaban vacaciones, pero que se les compensaba en dinero.
De conformidad con lo expuesto por los testigos, se encuentra que el señor Mario Vargas Osorio prestó sus servicios como mayordomo en las fincas de propiedad del señor Hernán González Osorio durante aproximadamente 17 o 18 años y que esas fincas realmente se encontraban agrupadas en la sociedad Inversiones La Romería Ltda., empresa ésta que según el certificado de existencia y representación expedido por la Cámara de Comercio de Pereira –fls.16 y 17- fue constituida el 28 de octubre de 1980 y matriculada el 23 de enero de 1981 e igualmente que sus socios son el señor Hernán González Posada y sus hijas María Antonia y Laura María González Gálvez y la subgerente su cónyuge Gloria Elena Correa Gálvez Correa; y que tiene como objeto social “La explotación técnica de la mejor manera posible, de toda clase de inmuebles o finca raíz, establecimiento de cultivos de café procesamiento del mismo, su exportación. Compra y venta de inmuebles darlos y tomarlos en arrendamiento, adquisición o importación de maquinarias y equipos, así como materias primas, productos terminados y en general, todo lo relacionado con la agricultura, ganadería y finca raíz.”.

Lo anterior demuestra que el señor Hernán González Posada en calidad de gerente de la sociedad accionada, cargo que se evidencia en el mencionado certificado de existencia y representación de la sociedad demandada, vinculó laboralmente al señor Mario Vargas Osorio para administrar varías de las fincas y en especial la que se denomina “La Romería” con el fin de desarrollar el objeto social de la sociedad Inversiones La Romería Ltda., lo que indica que los servicios prestados por el accionante, lo fueron a favor de esa sociedad y no desde el 1º de enero de 2011 como se quiere hacer ver con la afiliación de este al Sistema General de Pensiones según la historia laboral visible a folios 60 a 67.

Ahora bien, al valorar en conjunto la prueba testimonial con la historia laboral del actor, se encuentra que el vínculo laboral del señor Mario Vargas Osorio con la sociedad Inversiones La Romería Ltda. inició el 1º de diciembre de 1995 y no el 15 de agosto de 1996 como lo estableció la funcionaria de primer grado, dado que fueron coincidentes los testigos en manifestar que el accionante empezó a prestar sus servicios como mayordomo en las fincas de propiedad de la sociedad demandada desde hace 18 años aproximadamente, situación ésta que coincide precisamente con la afiliación del actor al Sistema General de Pensiones por parte del señor Hernán González Posada en calidad de representante legal de la entidad demandada, la cual se presentó el 1º de diciembre de 1995, reportándose cotizaciones ininterrumpidas desde esa calenda hasta el 31 de diciembre de 2013; no obstante, como ese punto solo fue controvertido por la parte demandada, dicho extremo inicial se mantendrá como lo dispuso el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito en aplicación del principio de la no reformatio in pejus.

En lo que concierne a la modalidad contractual pactada entre las partes, al no obrar en el expediente prueba alguna que de fe que esa relación fue celebrada a término fijo, se entiende entonces que la misma fue convenida a término indefinido, como también lo definió el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito.

En cuanto a las prestaciones sociales debe tenerse en cuenta que varios de los declarantes sostuvieron que al señor Vargas Osorio se le cancelaban las prestaciones sociales cada 30 de diciembre, situación ésta que en parte fue corroborada por el propio demandante, quien en interrogatorio de parte absuelto confesó que el señor Hernán González Posada le pagaba todos los años las prestaciones sociales y vacaciones y que realmente le adeudaba algunos periodos, sin concretar cuales fueron. En ese sentido, resulta oportuno expresar que la señora Gloria Inés Sierra Duque, auxiliar contable de la sociedad demandada, expresó que hasta el año 2012 se le cancelaron oportunamente las obligaciones al accionante y que fue en el año 2013 en el que no se le pago nada de ello, en virtud a un acuerdo verbal entre el actor y el señor González Posada.

Así las cosas, probado quedó entonces que al señor Vargas Osorio se le cancelaron las prestaciones sociales y las vacaciones en su integridad hasta el 31 de diciembre de 2012 y que en realidad los derechos laborales que están pendientes de pago son los correspondientes al año 2013, tal como lo estableció la funcionaria de primer grado; por lo que al no haber sido motivo de controversia el monto que fijó la a quo por las prestaciones sociales y vacaciones adeudadas para ese año 2013, dicha condena se mantendrá en aplicación del principio de la consonancia.

Frente a las sanciones moratorias previstas en los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del C.S.T., ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en manifestar que tales sanciones no operan de manera automática, sino que en cada caso debe estudiarse la presencia de buena o mala fe en la omisión de cancelar las obligaciones a cargo del empleador.

Bajo tales circunstancias, se observa que frente a la sanción por no consignación de las cesantías, si bien la sociedad accionada hizo caso omiso a su deber legal de consignarlas en el fondo elegido por el actor, lo cierto es que el hecho de haberlas pagado directamente lo exonera de la indemnización prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, pues no se observa mala fe en el hecho de no haberlas consignado, en la medida en que no se estaba sustrayendo de su obligación de reconocerlas y cancelarlas a su trabajador, sino que lo hizo equivocadamente.

No ocurre lo mismo con frente a la sanción prevista en el artículo 65 del C.S.T., pues según la propia auxiliar de contabilidad de la sociedad demandada, al accionante no se le cancelaron las prestaciones sociales correspondientes al año 2013, por un acuerdo entre las partes que vulnera los derechos laborales mínimos del señor Mario Vargas Osorio como trabajador de la sociedad Inversiones La Romería Ltda., motivo éste que demuestra mala fe en el accionar de la empresa accionada frente a su trabajador en el pago de sus obligaciones; motivo por el que hay lugar a condenar a dicha entidad a reconocer y pagar la indemnización establecida en el artículo 65 del C.S.T. consistente en un día de salario por cada día de retardo desde el 1º de enero de 2014 y hasta que se verifique el pago total de la obligación.
Respecto al fenómeno de la prescripción, como ninguna de las condenas surgidas en contra de la sociedad accionada se encuentra cobijada por dicho fenómeno, pues tanto las cesantías, como las demás prestaciones sociales y vacaciones reconocidas se hicieron exigibles el 1º de enero de 2014 y la demanda fue presentada el 9 de mayo de 2014 –fl.23-; por lo que no resulta posible declarar probada dicha excepción propuesta por la parte demandada.

En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 30 de enero de 2015.

De esta manera quedan resueltos los recursos de apelación interpuestos por ambas partes.

Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

CONFIRMAR la sentencia recurrida.
Costas en esta instancia no se causaron.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.
Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
     ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN                                         
EDNA PATRICIA DUQUE ISAZA
Secretaria
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